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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE  

BOGOTÁ D.C. 

 
 

Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 11001310502420210043800 
  
Bogotá D.C., a los cinco (5) días del mes de octubre de dos mil veintiuno 
(2021) 
 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada por MARTHA CACAIS LOAIZA, identificada 
con la cédula de ciudanía N° 65.790.659, en contra de la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL 
A LAS VÍCTIMAS por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de 
petición e igualdad.  
 
 ANTECEDENTES  
 
La accionante manifiesta que interpuso derecho de petición el 13 de agosto de 2021, 
mediante el cual solicitó se le diera una fecha cierta de cuándo podrá recibir sus cartas 
cheque , toda vez que cumplió con el diligenciamiento del formulario y la actualización 
de datos, sin obtener respuesta de forma ni de fondo, pues, aduce continúa sin conocer 
una fecha cierta de cuándo le van a desembolsar el monto de la indemnización por 
desplazamiento forzado. 
 
Por lo expuesto, considera que la entidad accionada al no contestar de fondo, no solo 
viola su derecho de petición, sino que vulnera sus demás derechos fundamentales como 
es el derecho a la verdad, indemnización, igualdad  y los demás derechos consignados 
en la tutela T-025/04; la Unidad en una de sus respuestas le manifiesta que debe iniciar 
un el PAARI siendo que lo inició, así como que ya firmó el formulario del Plan 
Individual para la Reparación Integral (PIR) anexando los documentos, oportunidad 
en la que le manifestaron que en un (1) mes pasara por la carta cheque para cobrar la 
indemnización por víctima de desplazamiento forzado. 
 

SOLICITUD 
 
MARTHA CACAIS LOAIZA, requiere que se tutelen sus derechos fundamentales de 
petición e igualdad; en consecuencia, se ordene a Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas -UARIV, contestar de fondo la petición del 13 de agosto del año 
en curso, manifestándole una fecha en la cual serán emitidas y entregadas sus cartas 
cheques. 

 
ACTUACIÓN PROCESAL 

 
Radicada la tutela y repartida el 23 de septiembre de 2021, se admitió mediante 
providencia del 24 de septiembre del mismo año, ordenando notificar a la Unidad para 
la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, concediéndole el término de 
veinticuatro (24) horas para pronunciarse sobre los hechos en que se fundamenta de 
referencia.  
 

RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
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El Representante Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Atención y 
Reparación Integral a las Victimas – UARIV, manifestó al Juzgado que la señora 
Martha Cacais Loaiza presentó derecho de petición ante esa entidad mediante el cual 
solicitó indemnización administrativa, por lo que Unidad emitió respuesta con 
radicado N° 202172023633161 del 20 de agosto de 2021; con ocasión de la presente 
acción de amparo, con radicado 202172030836971 del 27 de septiembre de 2021, 
mediante la que se le indicó a la accionante el resultado del Método Técnico de 
Priorización realizado el 31 de julio del año en curso. 
 
Frente al caso concreto de la demandante, señala que al no encontrarse bajo situaciones 
de vulnerabilidad extrema, ni inicio con anterioridad a la expedición de la Resolución 
No. 01049 del 15 de marzo de 2019 el proceso de documentación para acceder a la 
indemnización administrativa, por lo que ingresó al procedimiento de la Ruta General, 
por ello esa entidad procedió a brindarle una respuesta de fondo por medio de la 
Resolución No. 04102019-723586 del 10 de julio de 2020, mediante la cual se decidió 
otorgar a la parte demandante la medida de indemnización administrativa por el hecho 
victimizante de desplazamiento forzado, la que fue notificada por correo el 09 de 
septiembre de 2020, sin que esa entidad evidenciara la interposición de recurso alguno 
contra la citada resolución. 
 
De otra parte, aclara que el orden de otorgamiento o pago de la indemnización estará 
sujeto al resultado del Método Técnico de Priorización, en razón a lo dispuesto en el 
artículo 14 de la Resolución 1049 de 2019; por ello, con ocasión de la aplicación de ese 
citado método, arrojó como resultado que para el caso de la aquí convocante no le será 
reconocido el pago para esta vigencia, motivo por el cual deberá estar pendiente a la 
aplicación del Método Técnico de Priorización que se realizará el 31 de julio de 2022. 
 
Por lo expuesto, solicita al Juzgado negar las peticiones incoadas por Martha Cacais 
Loaiza en el escrito de tutela, en razón a que se presenta un hecho superado, pues su 
representada, dentro del marco de su competencia, ha realizados todas las gestiones 
necesarias para cumplir los mandatos legales y constitucionales, evitando que se 
vulneren o pongan en riesgo los derechos fundamentales de la accionante. 
 

CONSIDERACIONES 
 

COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el  en 
el artículo 2.2.3.1.2.1  del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Justicia y del Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela, 
modificado por el Decreto 333 de 2021 que dispone en el numeral 2° “Las acciones de 

tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden 

nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del 

Circuito o con igual categoría…”, como sucede en este caso. 
 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA JURÍDICO 
 
Se debe determinar si la Unidad para la Atención y Reparación a las Víctimas -UARIV 
ha vulnerado el derecho fundamental de petición de la señora Martha Cacais Loaiza, al 
no dar respuesta al derecho de petición radicado el 13 de agosto de 2021 con  N° 2021-
711-1865446-2. 
 

SOLUCIÓN AL PROBLEMA PLANTEADO 
 

Sea lo primero indicar a manera de argumentos introductorios que conforme lo 
dispone el Artículo 86 de la Constitución Política y, los reiterados pronunciamientos 
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de la Corte Constitucional1 y aún lo señalado por el Decreto 2591 de 1991, la Acción de 
Tutela es  un instrumento judicial de protección de los derechos fundamentales de las 
personas cuando estos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o, excepcionalmente, de un particular2, así como que la solicitud de 
amparo de los derechos fundamentales vía acción de tutela ostenta una naturaleza 
eminentemente residual y subsidiario, de ahí que su procedencia tenga el carácter de 
excepcional al verificarse la existencia de los siguientes escenarios (i) cuando el presunto 
afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, o (ii) cuando, existiendo ese medio este carece 
de idoneidad o eficacia para proteger de forma adecuada, oportuna e integral los derechos 
fundamentales, en las circunstancias del caso concreto. Así mismo, procederá como mecanismo 
transitorio cuando la acción se interponga para evitar la consumación de un perjuicio irremediable a 
un derecho fundamental3.  
 

De igual manera y en desarrollo de lo anterior, surge la imperante necesidad que el 
Juzgado en cada caso concreto determine prima facie: (i) la efectiva acreditación de la 
legitimación para hacer parte del proceso por quienes en él se encuentran inmiscuidos, ya sea de quien 
incoa la tutela (accionante-legitimación por activa-) o de quien se predica la presunta vulneración ius-
fundamental (el accionado – legitimación por pasiva-); la inmediatez con que se acudió a este 
excepcional mecanismo de protección; (iii) que se trate de un asunto de trascendencia constitucional, 
esto es, que esté de por medio la vulneración de un interés de raigambre constitucional; y (iv) la 
inexistencia de mecanismos ordinarios de protección (subsidiariedad)4 

 
Puestas así las cosas, para el Despacho es claro que los requisitos de legitimación en la 
causa por activa y pasiva se encuentran satisfechos, en la medida que por un lado de 
acuerdo a lo enseñado por el artículo 86 de la Constitución Política y lo consignado en 
el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, la señora Martha Cacais Loaiza se encuentra 
legitimada para interponer de forma directa la acción constitucional que nos ocupa, por 
cuanto es la titular de  los derechos fundamentales que aduce le fueron vulnerados por 
la convocada a juicio; mientras que en lo que respecta a la legitimación en la causa por 
pasiva, la misma se halla satisfecha conforme lo dispone el artículo 5 del mencionado 
Decreto 2591, al ser la accionada una autoridad de naturaleza pública a quien se le 
enrostra la vulneración de unas garantías fundamentales. 
 
En cuanto a la subsidiaridad, es de anotar que el artículo 86 de la Constitución Política 
dispuso que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro 
medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable; de ahí que se establezca en el artículo 6 del Decreto 
2591 de 1991 la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial como causal 
de improcedencia, a menos que se acuda a esta protección especialísima como 
mecanismo transitorio para remediar un perjuicio irremediable, o bien la acción 
recaiga sobre un sujeto de especial protección. 
 
En el caso concreto, en tratándose de solicitudes de amparo constitucional para la 
protección del derecho de petición, la Corte Constitucional ha sido enfática en indicar 
que el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial 
idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la 
vulneración de este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de 
naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo5; por lo que se concluye que quien 
encuentre que la respuesta a su derecho de petición no fue producida en debida forma, ni 
comunicada dentro de los términos que la ley señala,  y que en esa medida vea afectada esta 
garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional6; de 
ahí que se encuentre superado este requisito. 
 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencias T-119 de 2015, T-250 de 2015, T-446 de 2015, T-548 de 2015, T-317 de 2015 y T-087 de 

2020. 
2 Corte Constitucional Sentencia T-500 de 2019. 
3 Corte Constitucional Sentencia T-087 de 2020. 
4 Corte Constitucional, Sentencia T-115 de 2018, T-500 de 2019 entre otras. 
5 Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017 y T-451 de 2017 entre otras. 
6 Ibídem 
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Respecto del principio inmediatez, la jurisprudencia constitucional ha indicado que la 
interposición de la acción de tutela debe hacerse dentro de un plazo razonable  y 
oportuno, contado a partir del momento en que ocurre la situación violatoria o 
amenazante de los derechos fundamentales, encontrándose cumplido en el presente 
asunto, ya que entre el momento en que la demandante radicó el derecho de petición, 
esto es, 13 de agosto de 2021, mediante la cual solicitó se le informara cuándo le harían 
entrega de la carta cheque, y la radicación de la tutela 23 de septiembre de 2021, sólo 
han transcurrido cuarenta (40) días, término que se considera más que razonable. 
 
Superados entonces los requisitos generales de procedibilidad de la acción 
constitucional, es del caso auscultar lo jurídicamente procedente en lo que respecta al 
derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y 
desarrollado por la Ley Estatutaria 1755 de 2015, señalando a manera de argumentos 
introductorios que aquel tiene la connotación de derecho fundamental, teniendo como 
núcleo esencial i. la pronta resolución; ii. la respuesta de fondo; y iii. la notificación 
de la respuesta; contando de igual manera como elementos estructurales los 
siguientes: i. el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las autoridades 
por motivos de interés general o particular; ii. la posibilidad de que la solicitud sea 
presentada de forma escrita o verbal; iii. el respeto en su formulación; iv. la 
informalidad en la petición; v. la prontitud en la resolución; y vi. la habilitación al 
Legislador para reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 
garantizar los derechos fundamentales7. 
 
De igual manera la Corte Constitucional ha indicado que para entender por atendidas 
las solicitudes elevadas en los términos antes descritos, se requiere de una 
contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que 
el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la 

misma sea favorable o no a sus intereses8.  
 
Ahora bien, verificadas las diligencias, advierte esta sede judicial que la demandante 
radicó derecho de petición ante la Unidad Administrativa para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, el 19 de agosto de 2021, mediante el cual solicitó: 
 

“De acuerdo a lo anterior y de acuerdo al formulario diligenciado. En mi caso de 
INDEMNIZACIÓN POR EL HECHO VICTIMIZANTE DE DESPLAZAMIENTO FORZADO. En 
particular CUANDO me entregan la carta cheque. 
 
De acuerdo a mi proceso. Se me asigne una fecha exacta del Desembolso de estos Recursos. 

 
Ya se vencieron los 120 días hábiles sin a la fecha recibir una respuesta de fondo. 
 
Se me expida una copia de Certificación de inclusión en el RUV. 

 
La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, emitió respuesta a la 
actora mediante radicado de salida N° 20217203083697 del 29 de septiembre de 2021, 
en los siguientes términos: 
 

“Atendiendo a la petición relacionada con la indemnización administrativa por desplazamiento 
forzado declarado bajo el marco normativo de la Ley 1448 de 2011 FUD, BK000193341, la 
Unidad para las Víctimas brinda una respuesta conforme a lo dispuesto en el artículo 14 y 
siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que 
está en concordancia con la Ley Estatutaria 1755 de 2015, y bajo el contexto normativo de la 
Resolución No.01049 del 15 de marzo de 2019, por medio de la cual “se adopta el procedimiento 
para reconocer y otorgar la indemnización por vía administrativa, se crea el método técnico de 
priorización, se deroga las Resoluciones 090 de 2015 y 01958 de 2018 y se dictan otras 
disposiciones”, en los siguientes términos: 
 

                                                           
7 Corte Constitucional, sentencias C-007 de 2017 y T-451 de 2017. 
8 Corte Constitucional, Sentencia T-369 de 2013. 
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Si bien es cierto la Unidad para las Víctimas, Resolución N°. 04102019-723586 – del 10 de julio 
de 2020, resolvió: 
 

“(…) PRIMERO: Reconocer el derecho a la medida de indemnización administrativa por el hecho 
victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO (…)” 

 
Seguidamente, en su artículo “(…) SEGUNDO. ARTICULO SEGUNDO. Aplicar el Método Técnico de 
Priorización, con el fin de determinar el orden de asignación de turno para el desembolso de la medida 
de indemnización administrativa, de manera proporcional a los recursos apropiados en la respectiva 
vigencia fiscal (…)” 

 
Dicho acto administrativo le fue notificado por correo el 09 de septiembre de 2020, sin 
evidenciarse interposición de recursos. 
 
De acuerdo a todo lo anterior, resulta pertinente informar que mediante oficio de fecha 23 de 
agosto de 2021, se determinó el resultado de la aplicación del método técnico de priorización del 
año 2021, para su caso puntual y según el resultado no le será reconocido el pago para esta 
vigencia, por este motivo debe estar pendiente al método técnico de priorización del siguiente 
año, que la unidad para las víctimas realizará el 31 de julio de 2022. 
 
Tenga en cuenta que en el oficio del 23 de agosto de 2021, se determinó: 
 

“(…) Así las cosas, luego de haber efectuado este proceso técnico, se concluyó que, en atención a la 
disponibilidad presupuestal con la que cuenta la Unidad y al orden definido por la ponderación de cada 
una de las variables descritas, NO es procedente materializar la entrega de la medida indemnizatoria 
respecto de (de los) integrante (s) relacionado(s) en la solicitud con radicado 3069516-13683816, por el 
hecho victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO. 

 
Lo anterior, debido a que la ponderación de los componentes arrojo como resultado el valor de 23.7053 
como se muestra a continuación, y el puntaje mínimo para acceder a la medida indemnizatoria fue de 
48.8001 (...)” 

 
Por todo lo anterior, no es procedente priorizar su pago, otorgar turno, una fecha cierta de pago 
o entrega material de la carta cheque de la indemnización administrativa por desplazamiento 
forzado, toda vez que se deberá aplicar el método técnico de priorización nuevamente el 31 de 
julio de 2022, ya que usted obtuvo el siguiente puntaje 23.7053. Se anexa resultado, certificado 
del RUV y Respuesta Derecho de Petición Rad. 202172023633161 del 20.08.2021, emitida 
inicialmente (…)”. 

 
La respuesta anterior, fue remitida a la dirección electrónica suministrada por la 
demandante en el escrito de tutela, esto es, marthaaloaiza1@gmail.com  conforme se 
evidencia en la constancia de envío allegada con la con la respuesta vista a folio 8 del 
escrito de contestación.  
 
En tales condiciones, encuentra esta sede judicial que la autoridad accionada Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV, no está incursa en la 
transgresión denunciada por la accionante, toda vez que atendió la petición que suscita 
este mecanismo de amparo, en la medida que emitió respuesta al derecho de petición 
de la actora, informándole los motivos por los cuales no era posible realizar el 
desembolso de la medida de indemnización en la presente vigencia 2021, por tanto, la 
demandante deberá estar pendiente al Método de priorización del siguiente año, esto 
es, 31 de julio de 2022.  
 
Lo anterior, a todas luces descarta que la respuesta de la convocada UARIV, hubiese 
sido evasiva o incompleta, pues responde de fondo a la solicitud elevada por la actora, 
el 13 de agosto del año 2021, por lo que a juicio del despacho no se configura la violación 
deprecada en la presente tutela razón por la cual se negará el amparo solicitado. 
 
En ese orden, concluye el Despacho que en el presente caso no se presenta vulneración 
de los derechos invocados por la aquí convocante, toda vez que los motivos de la 
petición han sido resueltos conforme lo solicitado, recuérdese en este punto que el 
ejercicio del derecho de petición no lleva implícita la posibilidad de exigir que la 
solicitud sea resuelta en un determinado sentido, menos aún que sea 
favorable a lo pretendido por el interesado, pues, se repite, ésta garantía 
fundamental se satisface cuando se da respuesta oportuna, congruente y de fondo a la 

mailto:marthaaloaiza1@gmail.com
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totalidad de los requerimientos elevados por el peticionario y tal respuesta se le 
comunica en debido forma. 
 
Ahora bien, bajo el panorama expuesto en el presente caso, resulta incuestionable, que 
en el caso objeto de estudio se está ante frente a lo que la jurisprudencia ha denominado 
carencia actual de objeto por hecho superado, al haber cesado la situación que generaba 
la presunta amenaza o violación del derecho fundamental de la actora, por cuanto la 
circunstancia que motivó el ejercicio de la acción de tutela, fue surtida. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: NEGAR el amparo de los derechos fundamentales deprecados por la 
señora MARTHA CACAIS LOAIZA, identificada con C.C.65.790.659, contra la 
UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 
VÍCTIMAS, por carencia actual de objeto en razón a que se configura un hecho 
superado. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a 
las partes, en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
 
TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente 
a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en 
el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
JUEZ 

 
Firmado Por: 

 
Nohora Patricia Calderon Angel 

Juez Circuito 
Juzgado De Circuito 

Laboral 024 
Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
ab9737333b82b671dc39240f09582139099aede656e317f45440bdfbe97569

af 
Documento generado en 05/10/2021 01:51:57 PM 

 
Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



ACCIÓN DE TUTELA No.110013105024-2021-00454-00 
LUZ BETTY RODRÍGUEZ ALVAREZ VS INSTITUTO  

COLOMBIANA DE BIENESTAR FAMILIAR –ICBF 
 

INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., a los cinco (05) días del mes de octubre de 
2021, pasa al Despacho de la señora Juez la Acción de Tutela radicada con el número 
2021/00454, informándole que nos correspondió por reparto. Sírvase proveer. 
 

EMILY VANESA PINZÓN MORALES 
Secretaria 

 
JUZGADO VEINTICUATRO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 
 
 
 

Acción de Tutela Radicado No. 110013105024 2021 00454 00 
 

Bogotá D.C., a los cinco (05) días del mes de octubre de 2021. 
 
LUZ BETTY RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, identificada con C.C.52.079.968, actuando 
en calidad de representante legal de MIROAL INGENIERÍA S.A.S., identificada con 
NIT.830053973-1 instaura acción de tutela en contra del INSTITUTO 
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR -ICBF-, por la presunta vulneración 
del derecho de petición de su representada. 
 
En consecuencia; 

DISPONE 
 
PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela instaurada por LUZ BETTY 
RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, identificada con C.C 52.079.968, actuando en calidad de 
representante legal de la empresa MIROAL INGENIERÍA S.A.S., identificada con 
NIT. 830053973-1, contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR –ICBF. 
 
SEGUNDO: Oficiar al INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR –ICBF, para que en el término de veinticuatro (24) horas siguientes 
a la notificación de la presente providencia, se pronuncie sobre los hechos de la tutela, 
aportando para ello copia de los documentos  que sustenten las razones de lo dicho. 
 
TERCERO: REQUERIR a la señora LUZ BETTY RODRÍGUEZ ÁLVAREZ, a 
efecto de que aporte en el término de ocho (8) horas siguientes a la notificación de la 
presente decisión, el certificado de existencia y representación que la acredite como 
representante legal de MIROAL INGENIERÍA S.A.S. 
 
CUARTO: NOTIFICAR la presente decisión a las partes por el medio más expedito. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

NOHORA PATRICIA CALDERÓN ÁNGEL 
JUEZ 

 
Firmado Por: 

 
Nohora Patricia Calderon Angel 

Juez Circuito 
Juzgado De Circuito 

Laboral 024 
Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
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